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               Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires





                         Buenos Aires, 12 de  marzo de 2009

RES. Nº 81 
 /2009

VISTO: 



El Expte. SCD 211/08-0 caratulado: S.C.D. s/Actuación Nº 25162 del Sr. Fachal (Secretario Gremial AEJBA), girado a la Comisión de Disciplina y Acusación de este Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

CONSIDERANDO:

Que las presentes actuaciones se inician a raíz de la denuncia formulada por el Sr. Matías Ignacio Fachal, en su carácter de Secretario Gremial de la AEJBA contra la titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo Nº 6, Dra. Patricia Graciela López Vergara (actuación Nº 25162/08).



Que en dicha presentación, el Sr. Fachal relató que la titular del juzgado de referencia estaría generando sobre algunos agentes de su planta -cuyos datos se desconocen- una supuesta sobrecarga cuantitativa de trabajo, maltrato, desigualdad, alta burocratización, arbitrariedad, falta de respeto a los procedimientos instituidos y reglamentos vigentes, clima de trabajo tenso y demás situaciones de presunto acoso laboral.


Que, específicamente, indicó que la jueza estaría, por un lado,  recomendando a sus empleados que no pertenezcan a la Asociación Gremial AEJBA -incluso bajo condición para disponer su ascenso- y, por el otro, formularía constantemente comentarios despectivos respecto de la ropa que usan y del peso de algunos. A modo de ejemplo citó términos utilizados, del estilo de “grasas”, “gente de barrio”, “mariquita”, “a esa empleada solo la tendría para llevar las bolsas del supermercado”, “a vos no se te paga para que pienses” y, al que no hable inglés, lo tilda de “grasita”, todo lo cual habría generado que muchos de ellos solicitaran su pase a otra dependencia -sin perjuicio de que no expongan los verdaderos motivos de tal solicitud, “porque sino nadie los quiere tomar”-o licencia psiquiátrica.

Que en esta línea, entendía que existe una discriminación mayor hacia los afiliados de la asociación sindical que representa el declarante y como dato demostrativo en este sentido, manifestó que en una ocasión se le pidió a un agente de ese juzgado que se desafilie de la AEJBA como condición para ascenderlo -a lo que el empleado accedió y, en consecuencia, fue ascendido-. Y agregó que la Magistrada obligaba a los empleados a hacer paro cuando la Unión de Empleados de la Justicia Nacional hacía paro y después los hacía quedarse trabajando hasta las nueve  de la noche, o los fines de semana o feriados. 

Que, a su vez afirmó, como elemento probatorio de sus dichos, que en la planta del juzgado había dos personas con licencia psiquiátrica y que otras cuatro la habían solicitado oportunamente a lo largo de ocho años. 


Que sumado a todo ello, agregó que la estructura del Juzgado sería “caótica”, pues efectuaba cambios sistemáticos de personal desde una secretaría a la otra, desarmando así grupos de trabajo, “como si fuesen fichas y no seres humanos, personas con derechos”, a la vez que la planta se encontraba repleta de “interinos”, que estaba vacante el cargo de prosecretario coadyuvante desde el mes de marzo de 2008 -como así también lo habría estado el de oficial por más de un año-, a demás de que había una persona con el rango de meritorio, en violación al art. 1.14.4.7 del Reglamento aprobado por Res. CM 302/2002. 


Que por todo lo expuesto, solicitaba la urgente intervención del Consejo de la Magistratura en el caso, a los fines de contribuir a una solución del conflicto denunciado.

Que a raíz de lo relatado se citó al nombrado a ratificar su presentación ante la Comisión de Disciplina y Acusación, momento en el amplió sus dichos y agregó que había tenido que formular la denuncia en estos términos –reserva de identidad de los concretos damnificados-, dado que fue solicitado expresamente por las víctimas del  acoso laboral por recaudo a que si la denuncia derivaba en un archivo, ello implicaría estigmatizarlos. Sin perjuicio de esto, se presentarían a declarar si se la investigación fuera abierta.

Que en este punto en especial, añadió que  la AEJBA hace años que conoce esta situación, pero que la gente no quiere hablar porque tiene miedo de seguir en la dependencia luego de hacer la denuncia, dado que “la vuelta es después peor”, en tanto se ven agravadas las situaciones cuando se la enfrenta a la Jueza. También dijo que no era el único lugar en el Poder Judicial de la Ciudad donde estas situaciones sucedían, pero en este caso en concreto los afiliados los habían autorizado a formular denuncia por ellos. 

Que como muestra de esa eventual represalia y premura con la que actuaría la Jueza, hizo mención a que el primer día hábil que siguió al de la presentación de esta denuncia, el meritorio que cumplía funciones en el tribunal dejó de hacerlo, por lo que resultaba evidente que ahí ya había tomado conocimiento de su  existencia y que a raíz de esto la magistrada había empezado a cuidarse de las cosas que decía, y ante quien lo hacía, por miedo a que la grabaran. 

Que en virtud de todo lo expuesto, la Comisión de Disciplina y Acusación, por Res. CDyA Nº 35, dispuso la realización de medidas preliminares en los términos del art. 6 de la Res. CM Nº 272/08, a fin de determinar si existía o no mérito para decretar la apertura de un procedimiento disciplinario, sin perjuicio de lo cual, descartó que los hechos denunciados poseyeran entidad suficiente para constituir causal de acusación de acuerdo a lo previsto por el artículo 122 de la Constitución de la C.A.B.A. 

Que notificada que fuera, la Dra. López Vergara se presentó -a fs. 48/54- y planteó la nulidad de la denuncia de fs. 1/7 y  de lo actuado en consecuencia, solicitando se haga lugar a la misma como cuestión de previo y especial pronunciamiento, “con el correspondiente archivo de las actuaciones”.

Que la titular del juzgado sustentó su pretensión en los siguientes fundamentos: 

1) Que la denuncia que se le efectuara fue hecha por “personal del Juzgado” sin identificarlos. Sostiene que dicha denuncia no es propia del Sr. Fachal ni de la Asociación que representa. 

2) Que el Sr. Fachal “declara en calidad de testigo” y que “los afiliados los han autorizado a formular denuncias por ellos” no habiéndose acompañado poder especial a favor del representante. Que el Sr. Fachal no cumplió los requisitos que prevé el art. 3 inc. a) de la Res. CM Nº 272/08 y que por lo tanto, a su entender, se trata de una denuncia anónima. Cita Jurisprudencia y doctrina.

3) Que el Secretario Gremial de la AEJBA no hace suyos los supuestos hechos denunciados por el  “personal del Juzgado” y que cuando el Sr. Fachal refiere hechos de su conocimiento afirma dos circunstancias que descalifican cualquier imputación contra la denunciada. 

4) Que “existen otros vicios en la presentación del 10/10/08, en la medida que tampoco se cumplió con el requisito mínimo impuesto por el art. 3 segundo párrafo inciso d) de la Res. 272/08, en cuanto exige la relación completa y circunstanciada de los hechos en que se funde la denuncia  y cargos que se formulen, especificando la pretensión disciplinaria o de remoción que estime corresponder”. y que dichos recaudos tampoco fueron satisfechos en la declaración testimonial del 25/11/08.

5) Que subsidiariamente, manifiesta la magistrada que “es falso que haya habido maltrato, desigualdad, alta burocratización, falta de respeto a los procedimientos instituídos, normativas y reglamentos vigentes, clima de trabajo tenso, constante cambio del personal entre las Secretarías, comentarios despectivos hacia los empleados respecto de su ropa y peso, los calificativos atribuidos como dirigidos a los empleados del juzgado, frases como “a vos no se te paga para que pienses” ni  recomendaciones a los mismos de no pertenecer a la AEJBA o de desafiliarse de la misma. Es falso que en el juzgado se hayan desempeñado meritorios”. Niega las expresiones que se le atribuyen por ser impropias de su vocabulario. Realiza una serie de descargos o apreciaciones en relación  a la “sobrecarga cuantitativa de trabajo”. Niega la existencia de meritorios, indicando que cuando se necesita personal en el Juzgado se le efectúa una entrevista personal para evaluarlo para el cargo y si reúne las condiciones, se formula al Consejo el pedido de propuesta.

6) Que en relación a los pedidos de licencia psiquiátrica por parte del personal del Juzgado, manifiesta la magistrada que hubo tres casos, pero que han sido por causas ajenas a su persona. Asimismo, fundamenta que los pases de personal han sido por otras causas que no son las imputadas, sino por otras razones (superación  personal, perfeccionamiento profesional). 

7) Que también realiza una serie de consideraciones en relación a las designaciones interinas y pases entre Secretarias, rechazando manifestaciones del Sr. Fachal, que compara la situación con lo sucedido en otro expediente. 

8) Que por último, ofrece prueba.

Que a fs. 55 se ordenó la intervención de la Dirección de Asuntos Jurídicos para que dictamine respecto de la nulidad planteada.

Que a fs. 57/58 obra el Dictamen Nº 2830/09 suscripto por el Jefe de Departamento Dictámenes y Procedimientos Administrativos, donde concluye que no existe motivo alguno para declarar la nulidad pedida.

Que esta Comisión, en su reunión del 19 de febrero ppdo., dispuso tener presente del Dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos y agregar la informativa recibida.

Que llegado el momento de resolver respecto de la posible apertura de sumario administrativo en relación a los supuestos hechos puestos en conocimiento de este Consejo, desde ya se adelanta que en el mismo sentido de lo dictaminado por la Comisión de Disciplina, se desestimará la denuncia.

Que sin entrar a valorar el descargo formulado por la Magistrada, le asiste razón a ésta en cuanto a que no se han cumplido en autos todos los requisitos formales que exige la denuncia. En el caso, no estaban cumplidos los requisitos del art. 3 de la Res. CM Nº 272/08 en cuanto a lo dispuesto en sus incisos a) Los datos personales del denunciante (nombre y apellido, nacionalidad, ocupación, profesión u oficio, estado civil, fecha de nacimiento y fotocopia del documento de identidad) y  b) El domicilio real y constituido del denunciante dentro del radio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Que no obstante, la Comisión de Disciplina y Acusación  no consideró como “anónima” dicha denuncia, toda vez que estaba suscripta por el Secretario Gremial de la AEJBA, entidad sindical inscripta, reconocida por este Consejo por la Res. CM Nº 416/2006,  y de actuación pública en el ámbito del Poder Judicial.

Que sin embargo, en el caso en cuestión, se advierte una confusión respecto del alcance de la representación gremial a solicitud de parte y la representación de derechos colectivos. Resulta oportuno citar el Dictamen Nº 1495/06 en el Expte. SCD 071/06–0, caratulado “Chavino, Karina Patricia s/Denuncia” que sostiene: “La Res. CM Nº 416/2006 en su art. 1º dispone: Reconocer la legitimación activa de la Asociación de Empleados del Poder Judicial de la Ciudad, ( ....) para actuar en defensa de los intereses de los agentes del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en los términos del art. 23 de la ley nacional Nº 23.551. A su vez, el art. 23 de la Ley de Asociaciones Sindicales establece: “La Asociación, a partir de su inscripción, adquirirá personería jurídica y tendrá los siguientes derechos:  a) Peticionar y representar a solicitud de parte los intereses individuales de sus afiliados.  b) Representar los intereses colectivos cuando no hubiere en la misma actividad o categoría, Asociación con personería gremial. “ Siendo así, atento que no existe en estas actuaciones solicitud alguna de la agente Karina Patricia Chavino para que la Unión de Empleados de la Justicia de la Nación la represente, no se le debe otorgar legitimación para peticionar por la citada agente”.

Que en conclusión, siguiendo un idéntico criterio, el Sr. Secretario de la AEJBA no tiene legitimación para peticionar en el caso por intereses de supuestos afiliados o personal del Juzgado en  lo CA y T Nº 6, toda vez que no acredita la identidad y la afiliación de los mismos.

Que por otra parte, no se puede condicionar –como se pretende en el caso- la revelación de la identidad de supuestos “damnificados” de un presunto acoso laboral, a la apertura de un sumario administrativo, toda vez que la eventual reserva de identidad de los involucrados le corresponde a este Plenario, quien garantiza, de esta forma, los derechos de todos los involucrados y el debido proceso adjetivo. Más no resulta válida la apertura de un proceso disciplinario cuando no se encuentran ni siquiera debidamente identificadas las partes del conflicto.

Que, del resultado de las medidas preliminares dispuestas, tampoco se pudo constatar la verosimilitud de los hechos denunciados ni la identidad de los eventuales damnificados.

Que dentro de estas medidas preliminares, se dispuso el libramiento de un oficio al Depto. de Relaciones Laborales para que informe respecto a la totalidad de licencias psiquiátricas del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 6, los pedidos de pases a otros Juzgados o a otras dependencias del Poder Judicial formulados por los agentes, así como también la totalidad de designaciones de prosecretarios coadyuvantes, desde la creación del cargo, con indicación de la fecha, y, en caso de corresponder, vacancias (1) y en el libramiento de un oficio a la AEJBA, para que informe si algún empleado de ese tribunal se desafilió de dicha Asociación y en qué fecha (2).

Que los elementos obrantes en autos no alcanzan entonces a formar convicción suficiente que amerite la apertura del sumario. Incluso, quedan desvirtuadas las afirmaciones de la denuncia en cuanto a que un prosecretario coadyuvante se habría tenido que desafiliar de la AEJBA como condición para ascender al cargo, en tanto se acreditó que dicha desafiliación ocurrió casi un año después de que el mismo fuera promovido interinamente.

Por lo tanto, la denuncia que diera origen a estas actuaciones, en los términos en los que fuera formulada,  resulta manifiestamente improcedente de acuerdo a los postulados del art. 8 inc. a) de la Res. CM Nº 272/08.

Que de acuerdo al criterio expuesto, se torna inoficioso expedirse en relación al planteo de nulidad que formulara la Dra. López Vergara, sin perjuicio de lo cual este Plenario encuentra oportuno dejar sentado algunos principios que rigen el tratamiento de las denuncias contra magistrados y sobre su alcance. 

Que en este sentido, debe tenerse presente que el escrito de denuncia no está sujeto a rigorismo formal, no obstante lo cual debe contener la relación completa y circunstanciada de los hechos en que se funde la denuncia y cargos que se formulan, especificando la pretensión disciplinaria o de remoción que estime corresponder y el ofrecimiento de la prueba que invoque para acreditar los hechos.

Que antes de la apertura del sumario administrativo o proceso de acusación, el denunciante puede ser intimado por la Comisión de Disciplina y Acusación a subsanar  los defectos que adolezca la denuncia, bajo apercibimiento de desestimación. Sin perjuicio de ello, si la denuncia fuere anónima, la citada comisión  puede disponer lo que considere pertinente. Al respecto, se ha resuelto que “La “Comisión” podrá citar al denunciante y/o al magistrado y/o al integrante del Ministerio Público denunciado para formular aclaraciones y/o ampliaciones sobre los hechos denunciados, y disponer la realización de medidas preliminares idóneas y necesarias para el esclarecimiento de los hechos, las que deberán sustanciarse dentro del término de diez (10) días. La “Comisión” puede disponer la reserva de las actuaciones cuando se trate de causas complejas y/o de contenidos de imposible reproducción. Las medidas de prueba preliminares se producirán conforme lo dispuesto por el Código Procesal Penal de la Nación, de aplicación supletoria en la materia según lo dispuesto por el art. 33 de la Ley 54.“

Que el  art. 8 de la Res CM Nº 272/08, titulado  TRAMITE DE LA DENUNCIA, establece la oportunidad procesal para evaluar la procedencia de la denuncia: “Una vez producidas las medidas preliminares, la “Comisión” procederá en la siguiente forma: 

a- Cuando la denuncia presentada fuese manifiestamente improcedente, propondrá al Plenario del Consejo desestimarla sin más trámite. 

b- Cuando los hechos denunciados no fueren causal de acusación conforme al art. 122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, pero surgiere de ellos la posible comisión de una falta disciplinaria, emitirá el dictamen pertinente y elevará lo actuado al “Plenario”, procediéndose conforme lo dispuesto en el Título III. 

c- Cuando la denuncia fuese procedente, la “Comisión” resolverá la prosecución del trámite conforme al título II, debiendo en este acto dar cumplimiento  a lo dispuesto por el art. 10 del presente.  
En los casos previstos en los incisos b) y c) del presente artículo, la “Comisión” comunicará fehacientemente al denunciado la existencia del trámite y el contenido de la denuncia formulada en su contra”.

Que del juego armónico de estas normas, se concluye que resulta ser ésta la oportunidad procesal en la cual se admite o rechaza una denuncia. 

Que tampoco debe desconocerse que aún cuando la denuncia fuere anónima,  la Comisión de Disciplina y Acusación y/o o el Plenario del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pueden disponer medidas preliminares en caso de considerar que existe mérito y entidad apreciable en los hechos que merezcan ser investigados. 

Que, por otra parte, las medidas preliminares tienen por objeto reunir elementos que permitan a la Comisión evaluar el planteo alegado por el denunciante en la forma más precisa y eficaz a fin de advertir si la denuncia tiene entidad suficiente para que se proceda (o no) a la apertura de un sumario contra el o los denunciados.

Que asimismo debe recordarse que la finalidad última de todo proceso disciplinario es la búsqueda de la verdad objetiva, teniendo en cuenta los hechos mencionados en el sumario, los que deben ser evaluados a través de la prueba producida.

Que la Jurisprudencia ha sostenido: "Los recaudos procesales tienen por fin cuidar ciertas exigencias de orden externo, pero no para que los derechos se vean vulnerados sino -por el contrario- para que su realización resulte en todos los casos favorecida. De otro modo ese orden deviene en ritualismo, es decir, en una forma vacía de contenido ético y no debe olvidarse que el derecho no es una forma: es un contenido" (SCBA, Ac.75329 S 18/4/2001; Ac. 71580 S 19/2/2002; Ac. 82981 S 9/10/2003; entre otras).
Que asimismo, este Plenario comparte ciertos argumentos expuestos en el Dictamen Nº 2830/09 suscripto por el Jefe de Departamento Dictámenes y Procedimientos Administrativos. Es sabida la improcedencia de la declaración de una nulidad por la nulidad misma, por cuanto su declaración debe corresponder a un concreto perjuicio para alguna de las partes, no correspondiendo adoptarla por el mero interés formal del cumplimiento de la ley, cuando tal actitud implique un exceso ritual manifiesto, siendo, por lo tanto, de interpretación restrictiva. Es decir, únicamente cabe la declaración de invalidez de un acto jurídico cuando ello responda a una finalidad que exceda del mero riguroso cumplimiento de la norma del rito.

Que por lo expuesto, sin perjuicio de los derechos de los  involucrados, esta Comisión entiende que no corresponde hacer primar un rígido cumplimiento de ritos, en una etapa preliminar como la que nos ocupa. Es que no se trata de omisión de formas que alteren el principio de la disponibilidad de éstas, sino de hacer prevalecer la necesidad de otorgar primacía a la verdad objetiva, acorde con el adecuado servicio de justicia y compatible con la garantía de defensa en juicio (argto. jurisp. CC 1, Sala II, LP 237919 RSD-139-1 del 13/11/2001).

Que aún cuando la denuncia no contuviera un detalle circunstanciado de los hechos, ni el encuadre jurídico, la posibilidad que uno de los miembros del Poder Judicial de la C.A.B.A. se encuentre denunciado compromete el prestigio y es deber de este Consejo velar por el decoro de la función judicial y la dignidad del cargo que los empleados, funcionarios y jueces detentan, razón por la cual este plenario no se puede auto limitar en cuanto a disponer medidas conducentes a la verdad. 

Que, sin perjuicio de la aclaración hecha, siguiendo lo dictaminado por la Comisión de Disciplina y Acusación, sobre la desestimación de la denuncia formulada contra la magistrada, la cuestión planteada por ella -nulidad de la denuncia- se ha tornado abstracta.

Por ello, en función de las atribuciones conferidas por el artículo 116 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, la Ley 31 y el Reglamento aprobado por la Resolución CM Nº 272/08,   



           EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA 


         
DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

                  
                  

RESUELVE:

Art. 1º: Desestimar la denuncia formulada contra la Dra. Patricia Graciela López Vergara, a cargo del  Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 6, dejando constancia que no se ha afectado el buen nombre y honor de la  misma, y disponer el archivo de las presentes actuaciones.

Art. 2º: Regístrese, notifíquese a los interesados y oportunamente archívese.

RESOLUCIÓN  Nº 81  /2009

N. Mabel Daniele                                                                 Mauricio Devoto

                 Secretaria                                                                              Presidente                                
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